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En cuanto al segundo de los problemas, debemos partir 
de la consideración de que el Auto de planteamiento de la 
cuestión no argumenta la existencia de una incompatibili-
dad entre el contenido de las disposiciones legales cuestio-
nadas y los señalados derechos fundamentales a la libertad 
de expresión (art. 20.1 CE) y a la huelga (art. 28.2 CE), que 
fueron los que se consideraron vulnerados en el proceso 
a quo por la «no propuesta» del Obispado, sino que 
parece vincular tal vulneración a la pretendida inmunidad 
frente al Estado de la decisión eclesiástica, que impediría 
la tutela judicial de los derechos fundamentales supuesta-
mente vulnerados por la misma.

Pues bien, hemos declarado en nuestra Sentencia 
38/2007, de 15 de febrero, FJ 7, que «ni el art. III del Acuerdo 
sobre la enseñanza y asuntos culturales suscrito el 3 de 
enero de 1979 entre el Estado español y la Santa Sede, ni 
el párrafo segundo de la disposición adicional segunda de 
la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, excluyen el con-
trol jurisdiccional de las decisiones de contratación de los 
profesores de religión ni vulneran, por tanto, el derecho a 
la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE», así como que 
«en el ejercicio de este control los órganos judiciales y, en 
su caso, este Tribunal Constitucional habrán de encontrar 
criterios practicables que permitan conciliar en el caso 
concreto las exigencias de la libertad religiosa (individual 
y colectiva) y el principio de neutralidad religiosa del 
Estado con la protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales y laborales de los profesores», dado que 
«por más que haya de respetarse la libertad de criterio de 
las confesiones a la hora de establecer los contenidos de 
las enseñanzas religiosas y los criterios con arreglo a los 
cuales determinen la concurrencia de la cualificación 
necesaria para la contratación de una persona como pro-
fesor de su doctrina, tal libertad no es en modo alguno 
absoluta, como tampoco lo son los derechos reconocidos 
en el art. 16 CE ni en ningún otro precepto de la Constitu-
ción, pues en todo caso han de operar las exigencias 
inexcusables de indemnidad del orden constitucional de 
valores y principios cifrado en la cláusula del orden 
público constitucional».

En consecuencia, en lo que respecta al control de 
constitucionalidad que delimita el objeto de la presente 
cuestión de inconstitucionalidad no podemos sino des-
cartar que las disposiciones legales cuestionadas vulne-
ren los invocados arts. 20.1 y 28.2 CE, sin perjuicio de las 
consideraciones que, en su caso, proceda efectuar en el 
ámbito del control concreto de los actos de aplicación de 
estas disposiciones legales y de su conformidad con los 
derechos fundamentales, que corresponde, según hemos 
señalado, a los órganos judiciales y, en su caso, a este 
Tribunal Constitucional en el marco del recurso de amparo 
(STC 38/2007, de 15 de febrero, FJ 14).

 10337 CORRECCIÓN de errores en la Sentencia 
núm. 59/2007, de 26 de marzo de 2007, del Tri-
bunal Constitucional, publicada en el suple-
mento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 100, 
de 26 de abril de 2007.

Advertido error en la Sentencia núm. 59/2007, de 26 
de marzo de 2007, del Tribunal Constitucional, publicada 
en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 100, 
de 26 de abril de 2007, se transcribe a continuación la 
oportuna corrección:

En las páginas 1 y 3, en el sumario, párrafo primero, 
línea primera, donde dice: «Sentencia 59/2007», debe 
decir: «Sala Segunda. Sentencia 59/2007». 

Procede reiterar, por ello, el pronunciamiento efec-
tuado en la referida STC 38/2007, de 15 de febrero, con 
íntegra remisión a la fundamentación jurídica en ella con-
tenida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
1.º Inadmitir la cuestión de inconstitucionalidad res-

pecto de los párrafos tercero y cuarto del art. III, el art. VI y 
el art. VII del Acuerdo sobre enseñanza y asuntos cultura-
les, suscrito el 3 de enero de 1979 entre el Estado español 
y la Santa Sede, ratificado por Instrumento de 4 de 
diciembre de 1979, así como respecto de la disposición 
adicional segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octu-
bre, de ordenación general del sistema educativo, en la 
redacción dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social.

2.º Desestimar la cuestión de inconstitucionalidad 
en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de dos mil 
siete.– María Emilia Casas Baamonde.–Guillermo Jimé-
nez Sánchez.–Vicente Conde Martín de Hijas.–Javier Del-
gado Barrio.–Elisa Pérez Vera.–Roberto García-Calvo y 
Montiel.–Eugeni Gay Montalvo.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Ramón Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sán-
chez.–Manuel Aragón Reyes.–Firmado y rubricado. 
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